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Para Malena, mi madre







INTRODUCCIÓN


¿El regreso del fascismo? Una nueva oleada de extrema derecha





En el transcurso de los últimos quince años hemos asistido al avance de formaciones políticas que responden genéricamente al apelativo de extrema derecha. Nos encontramos ante una manifestación que se extiende de forma generalizada en Europa y que no afecta ya exclusivamente a la parte occidental del continente, aunque es obvio que no todos los países se han visto afectados de la misma forma por este fenómeno. Si a mediados de la década de los ochenta Francia e Italia eran las únicas naciones europeas donde la extrema derecha alcanzaba unos porcentajes electorales relativamente elevados, esta situación se ha visto radicalmente modificada con la reciente aparición de nuevos partidos de extrema derecha. Estas organizaciones, siguiendo las pautas del Frente Nacional francés, ya no se sustentan ideológicamente en la nostalgia del fascismo histórico sino sobre propuestas que tratan de conectar con las inquietudes de los ciudadanos y de provocar respuestas radicales ante las nuevas circunstancias que afectan a las modernas sociedades occidentales.

El ascenso de la extrema derecha a partir de los años ochenta no había sido previsto por los analistas políticos, incrédulos ante la posibilidad de que partidos de nueva creación y signo extremista se hicieran un hueco en el escenario político. Esta irrupción se ha producido después de una larga etapa de ausencia de sus organizaciones en la arena política, incluso en etapas de fuerte recesión económica. Se trata de una circunstancia que no debe pasar desapercibida, pues algunos autores han relacionado el actual ascenso de formaciones de extrema derecha con causas estrictamente económicas. Recordemos que tras el inicio de la crisis del petróleo a comienzos de la década de los setenta no se produjo ninguna aparición de la extrema derecha en los cuadros de resultados electorales. Y tampoco con la segunda crisis de 1979-1980 y el aumento del desempleo, lo cual impulsó a numerosos investigadores a apuntar que el extremismo derechista no volvería nunca a la escena política. Y desde luego nadie podía dudar entonces que las distintas formaciones europeas de extrema derecha no eran sino un compendio de grupúsculos marginales con la única excepción del caso italiano. Ahora sabemos que durante ese período se estaban gestando las circunstancias que explican el posterior ascenso de este tipo de partidos. Este comienza a hacerse perceptible en 1984 cuando el partido francés Frente Nacional obtiene el 11% de los votos en las elecciones al Parlamento Europeo de junio de 1984, resultados que sobrepasaban los porcentajes del neofascista Movimiento Social Italiano, único partido importante de extrema derecha en Europa en aquellos momentos y al que los analistas tenían como referente. Esta situación se ha visto acompañada por el ascenso de organizaciones de extrema derecha en otros países europeos a finales de la década de los ochenta y, aunque en algunos países se ha producido después un retroceso, en Francia, Italia, Austria, Noruega y Bélgica el avance ha continuado durante todo el período, produciéndose a partir de 1994 un nuevo ascenso en los porcentajes de votos recogidos.

No parece que sea difícil delimitar las formaciones a las que debe hacer referencia un estudio sobre la extrema derecha en Europa y Estados Unidos. Sin embargo, existen ciertos problemas de definición y clasificación, tal y como refleja el hecho de que los investigadores no hayan dejado de debatir sobre si podría aplicarse una interpretación genérica a la amplia variedad de organizaciones de extrema derecha. Si bien los términos neofascismo, neonazismo y extrema derecha hacen referencia a corrientes políticas afines ideológicamente, lo cierto es que poseen características propias. Si partimos de la base de que el fascismo es un producto histórico fruto de circunstancias específicas, como lo son el efecto producido en la sociedad europea por la Primera Guerra Mundial, la expansión del comunismo soviético y la crisis económica de finales de los años veinte, sería erróneo y reduccionista convertir a la extrema derecha conformada entre 1945 y nuestros días en una simple imitación de los movimientos fascistas de los años veinte y treinta, es decir, del fascismo italiano y del nazismo alemán, modelos entre los que, por otro lado, existían notables diferencias. Con ello queremos indicar que los términos fascismo y neofascismo tienden a despistar y son etiquetas en muchos casos erróneas cuando se aplican con carácter general a todas las formaciones actuales de extrema derecha. La etiqueta de «neofascismo» es perfectamente aplicable al Movimiento Social Italiano fundado en 1946, y la de «neonazismo» al Partido Nacional Demócrata Alemán creado en 1964, pero de ninguna manera a partidos de extrema derecha como Fuerza Nueva (en España) y Frente Nacional (en Francia), aunque la influencia del fascismo, mayor o menor según los casos, se deje sentir en numerosas organizaciones. Por otro lado, resulta interesante comprobar como los partidos estudiados, al igual que sucede en el caso de asociaciones de otro signo político, no pueden ser identificados con criterios estrictamente lingüísticos, pues evitan incluir en sus denominaciones etiquetas que los votantes puedan relacionar con las antiguas formaciones de extrema derecha; saben que las escalas derecha e izquierda continúan siendo operativas para los ciudadanos y que a muchos no les gusta admitir una vinculación a partidos situados en la órbita del extremismo de derecha. Por tanto, no existe ningún partido denominado, por ejemplo, Partido Antidemocrático Español y la aparición de una agrupación que opta por el nombre de Restauración Franquista del Pueblo Español, sin ningún éxito ni continuidad, constituye mucho más la excepción que la regla. Más bien, buscando rentabilidad política, utilizan como cobertura nombres tales como Los Republicanos, Partido del Progreso, Partido de la Libertad, aunque también el de Frente Nacional, ya utilizado por la extrema derecha y el fascismo en los años treinta.

Volviendo al tema de la catalogación de las distintas familias de la extrema derecha, hasta hace pocos años resultaba frecuente encontrarse con clasificaciones en las que se establecía un partido a modo de identificador base, antes el Movimiento Social Italiano (MSI) y más recientemente el Frente Nacional francés, y que después se hiciera mención de otras formaciones a las que se comparaba con el modelo citado. El autor de estas líneas, en un estudio sobre la extrema derecha española en el siglo xx,[1] ha podido comprobar la variedad de tendencias existentes en este ámbito de estudio a lo largo del presente siglo, varias de las cuales coinciden en el tiempo: derecha radical (Comunión Tradicionalista, Renovación Española, Bloque Nacional), fascismo (Falange Española de las JONS), neofascismo (distintas refundaciones de Falange Española), neofranquismo (Fuerza Nueva, Confederación Nacional de ex Combatientes), neonazis (Círculo Español de Amigos de Europa). Por su parte el investigador italiano P. Ignazi ha establecido una tipología de acuerdo con la cual los partidos de extrema derecha quedan situados en categorías diferenciadas en función de «la presencia o ausencia de una herencia fascista y la aceptación o negación del sistema político».[2] En este sentido debemos tener en cuenta que una parte de los partidos de extrema derecha, pero no todos, desarrollan una oposición de principio y buscan socavar la legitimidad del régimen, a diferencia de los partidos que creen en el sistema pero no comparten el orden político en el que operan, y expresan valores antidemocráticos mediante un discurso basado en la negación de la modernidad, la exaltación de la comunidad nacional y la hostilidad a los extranjeros.[3] Siguiendo la tipología establecida por Ignazi, para ser incluido en la categoría de extrema derecha un partido debería «satisfacer el criterio de vinculación histórica e ideológica al fascismo, o desarrollar una labor de deslegitimación del sistema, mediante una serie de valores y actitudes más bien que a través de una ideología estructurada y coherente». Si cumple ambos requisitos pertenecería al tipo de los antiguos partidos de extrema derecha. Si sólo aporta el componente antisistema, pertenecería al tipo de nuevos partidos de extrema derecha.[4]

Por lo tanto nos encontramos ante dos modelos diferentes de partidos de extrema derecha. Varias de las formaciones que han actuado en el transcurso de las dos últimas décadas están conectadas con la tradición fascista, cuya herencia se aprecia en las referencias a mitos, los símbolos y la retórica de este movimiento: Movimiento Social Italiano, Partido Nacional Demócrata Alemán, British National Party, National Front inglés, Unidad Nacional en Grecia, Falange Española (Auténtica) de las JONS y Círculos Doctrinales José Antonio, aunque en ocasiones los rasgos fascistas no están completamente definidos. Pero hay que tener en cuenta que este tipo de partidos ha tendido a retroceder en el transcurso de los últimos años y, por el contrario, la mayor parte de las formaciones de extrema derecha que han alcanzado un cierto éxito desde mediados de los años ochenta hasta nuestros días no se sustentan ideológicamente en la nostalgia del fascismo histórico. Entre los partidos emblemáticos de la nueva extrema derecha hay que destacar al Frente Nacional francés, Los Republicanos en Alemania, Frente Nacional y Vlaams Blok en Bélgica, Partido Austriaco de la Libertad, Partido del Progreso en Noruega y Acción Nacional Suiza. Si bien el Frente Nacional se asienta sobre un considerable grado de continuidad con el régimen de Vichy y el movimiento poujadista creado a mediados de los años cincuenta, sus dirigentes han realizado un considerable esfuerzo para ofrecer una imagen nueva de «derecha popular, social y nacional», y su presidente, J. M. Le Pen, ha repetido en sus declaraciones que las acusaciones que se hacen contra su persona, definiéndole como «fascista», no son otra cosa que «terrorismo intelectual». Por otro lado, y a diferencia de lo que sucedía en el caso del fascismo, a menudo la versión oficial de los nuevos partidos de extrema derecha niega tener como objetivo la construcción de un sistema político nuevo: Le Pen declara que su objetivo consiste en una reforma de las instituciones de la Quinta República para crear un sistema presidencialista y en la expulsión de los emigrantes llegados con posterioridad a 1974.

Es evidente que algunas de las formaciones citadas han analizado detenidamente las posibilidades que se le presentan a un nuevo tipo de partido de extrema derecha en las sociedades postindustriales. El Movimiento Social Italiano fue el primer partido neofascista que abandonó gradualmente la oposición radical al sistema democrático para ir centrándose en determinadas cuestiones de carácter no puramente antisistema, como la ampliación de poderes del presidente de la República y la reforma constitucional. Tengamos en cuenta que si los modelos fascistas italiano y alemán sirvieron de inspiración a otras formaciones de extrema derecha en los años treinta, esto ya no es posible en los años ochenta en función de los cambios operados en la sociedad europea y porque no constituyen un modelo que depare ninguna rentabilidad dada su incapacidad para aparecer ante la opinión pública como algo disociado del horror nazi.

Antes de dar paso a los capítulos que componen este trabajo se hace necesario diseñar un marco en el que aparezcan identificadas las ideas comunes básicas que integran en la actualidad el discurso y la actuación de la extrema derecha, sin olvidar que cada nación aporta una serie de connotaciones propias que afectan al programa y al léxico utilizado por estas formaciones.

En varios países europeos una crisis económica de larga duración, a la que ha seguido la implantación de un modelo económico incapaz por el momento de hacer compatible el actual crecimiento de la economía con la creación de puestos de trabajo en grado suficiente como para hacer descender la alarmante tasa de desempleo, ha tenido un papel determinante a la hora de posibilitar la explotación de los sentimientos xenófobos por organizaciones extremistas. Esta circunstancia ofrece una mayor rentabilidad política que el anticomunismo, un componente ideológico de enorme peso durante varias décadas en el mensaje de la extrema derecha pero que se encuentra hoy en día en franca regresión. Como no podía ser de otra forma, el reciente derrumbe de los regímenes comunistas ha privado a la extrema derecha de uno de sus principales argumentos: el comunismo como enemigo internacional y como «enemigo interior» a través de los partidos comunistas nacionales. En los años treinta lo utilizaron con profusión el fascismo y con carácter general todas las formaciones de la derecha autoritaria para atraerse a los votantes de la clase media. Después, el anticomunismo, en tanto que oposición radical a la filosofía política marxista y a la política exterior de la Unión Soviética, resultó de gran utilidad a la extrema derecha en ciertas coyunturas, en el sentido de otorgarle una cierta legitimidad. En Estados Unidos el mccarthysmo, el cual sostenía que estaba en marcha una conspiración comunista para acabar con el american way of life y dominar el mundo, y la Guerra Fría, que simbolizaba el enfrentamiento entre los modelos capitalista y comunista, fueron interpretados por organizaciones como el Ku-Klux-Klan y la ultraconservadora Sociedad John Birch como una confirmación de las ideas que habían venido defendiendo.

Mientras el anticomunismo ha ido perdiendo peso, el tema de la identidad nacional, el sentimiento de pertenencia a una determinada comunidad diferenciada mediante el idioma, la religión, la cultura o la historia, desempeña en la actualidad un papel principal en el programa de las formaciones de extrema derecha, aunque no sólo en estos partidos. En realidad, el nacionalismo ya no es en Europa occidental un factor político tan importante como lo fue en los años veinte y treinta, cuando pesaban en el ambiente la Primera Guerra Mundial y los reajustes de fronteras que supusieron los tratados de paz. Casi todos los viejos antagonismos y conflictos por disputas territoriales que involucraban entonces a países como Alemania y Francia desaparecieron hace ya varios años, abriendo paso a la colaboración política y a la integración económica. Sin embargo, la aparición de sentimientos xenófobos hacia los inmigrantes procedentes de países pobres ha traído consigo un rebrote de los nacionalismos, estimulados además por los movimientos de oposición a la instauración de una economía global y a la eliminación de fronteras en los países de la Unión Europea para favorecer la integración económica y política. Y si bien es cierto que el nacionalismo es un factor común a distintos movimientos políticos y que si la extrema derecha no existiese continuaría siendo un factor importante en la esfera política, es el estilo de las afirmaciones nacionalistas (agresivas, históricamente selectivas), acompañadas además por la demanda de más autoridad para mantener la ley y el orden y la expulsión de los emigrantes, lo que ayuda a identificar la naturaleza de la extrema derecha, la cual ha conseguido presentar estos factores de una forma más agresiva y eficaz a nivel electoral.[5]

El aumento vertiginoso del número de inmigrantes llegados a Europa occidental responde a la situación de pobreza y hambre en que se encuentran buena parte de los países africanos, a las guerras étnicas y a la descomposición de los regímenes comunistas en el este de Europa. Más que cualquier otro factor el rechazo de estos inmigrantes ha emergido como elemento de identificación de la extrema derecha europea. Influidos por el éxito de Le Pen, los partidos de extrema derecha han concedido en sus discursos una importancia creciente a la inmigración, y las encuestas testifican que se ha producido un aumento en el porcentaje de ciudadanos europeos blancos que creen que hay demasiados inmigrantes en Europa occidental. El debate ha cobrado un nuevo ímpetu en virtud de los rápidos cambios acontecidos en la esfera internacional: el movimiento a favor de una Comunidad Económica Europea más abierta, los efectos de la reunificación alemana, los cambios perceptibles en las pautas demográficas occidentales, el crecimiento de un agresivo fundamentalismo islámico, las consecuencias de la desintegración de la Europa del Este y el incremento de las demandas de asilo político y del estatus de refugiado en la zona occidental del continente. La extrema derecha ha sabido sacar buenos rendimientos de la situación, recurriendo a un discurso que equipara la presencia de inmigrantes con el desempleo, el crimen, el deterioro de las ciudades, las enfermedades y el supuesto declive occidental. Sus soflamas achacan a los extranjeros casi todos los males que afectan en mayor o menor medida a la sociedad occidental. A partir de estos presupuestos se hace explícita una oposición radical a la asimilación de los emigrantes y se propugna la expulsión de «quienes por su conducta no son merecedores de la hospitalidad europea». En definitiva, si se quiere proteger, por ejemplo, a «los franceses» y evitar «el suicidio de Francia», habría que suprimir los elementos «perniciosos», el más importante de los cuales estaría representado por los emigrantes norteafricanos, turcos y, en general, de color, aunque a estos habría que unir, para completar el cuadro de «indeseables» diseñado por la mayor parte de los partidos de extrema derecha, a los comunistas, progresistas, homosexuales, lesbianas y drogodependientes y, por extensión, a la clase política que representa a los partidos democráticos. Mientras tanto, en Estados Unidos el discurso racista continúa haciendo de las personas de raza negra un conveniente chivo expiatorio. Las frases preferidas de David Duke, quien ha dirigido en el Estado de Louisiana las últimas campañas contra la legislación relativa a los derechos civiles, hunden sus raíces en el racismo estadounidense del siglo pasado e inciden en que las personas de raza negra «tienen hijos tan rápidamente que absorben todos los impuestos que pagamos los blancos». Desde luego, encuentran un obvio paralelo en los estereotipos elaborados por el Frente Nacional francés, según los cuales la poligamia de los inmigrantes norteafricanos exprime la hacienda francesa para conseguir el máximo apoyo para su «multitudinaria» descendencia: «mientras los franceses sufrimos dificultades miles de intrusos no parecen tener ningún problema para encontrar trabajo, casas y disfrutar de todos los beneficios del Estado». En resumen, los extranjeros que emigran por razones económicas y las personas que solicitan asilo político, siendo difícil establecer una clara delimitación entre ambos grupos dado que casi siempre se entremezcla el terror al hambre y a ser atacados con la búsqueda de libertades políticas, se han convertido en la cabeza de turco que ha permitido a la extrema derecha una exitosa campaña. Combinadas con factores como el desempleo y la inseguridad, las tendencias antiinmigracionistas han probado su eficacia en lo que se refiere a la capacidad de la extrema derecha para modificar la agenda política.

Las campañas contra los inmigrantes procedentes del Tercer Mundo, los países del Magreb y Turquía, un chivo expiatorio más visible que la «conspiración judía», han sido favorablemente acogidas por muchos jóvenes desempleados, trabajadores manuales y miembros de la clase media baja de los suburbios de las ciudades. Sin embargo, algunos autores puntualizan que los votos de extrema derecha no se pueden relacionar únicamente con personas de escasos recursos económicos o con el número de emigrantes existentes en un área determinada, y que se trata más bien de un voto interclasista. De lo que no cabe duda es de que para muchos de los votantes que ejercen su opción electoral en beneficio de la extrema derecha, aunque no se puede establecer un único estereotipo de votante, la inmigración no es sentida como un asunto secundario. Quienes respaldan estas candidaturas tienen la impresión de que es la principal de las cuestiones que afectan a la vida política y económica de una nación, y sobre todo a la suya propia. Así, con la llegada de la última crisis económica la xenofobia latente se ha convertido en un arma de explotación política. Sin embargo, debemos tener en cuenta que el crecimiento de las actitudes xenófobas de desconfianza y/o intolerancia hacia comunidades extranjeras no es directamente equiparable al racismo si entendemos por tal una hostilidad deliberada hacia determinadas comunidades; no se trata, aunque también esté presente (sobre todo en la propaganda y en las acciones de los grupos más radicales), de manifestaciones racistas dedicadas a propugnar la superioridad de una raza, sino más bien de explotar y obtener beneficio político del sentimiento de miedo y de rechazo ante nuevos competidores (a la hora de encontrar un trabajo, una casa de protección oficial...) que son de aspecto, cultura y costumbres diferentes. Pero de igual forma que la progresión del paro y el deterioro de la situación económica pueden conducir a una crisis de confianza que afecte al sistema político, el aumento de los sentimientos xenófobos favorece la creación de un campo de difusión propicio para el racismo.

En resumen, el tema de la inmigración, junto con otros factores a los que nos referiremos a continuación, han permitido a la extrema derecha romper su aislamiento ideológico y consolidar paulatinamente un considerable respaldo electoral. Pero el avance electoral no es la única medida para evaluar el éxito de las ideas propagadas por la extrema derecha y se debe valorar asimismo la circunstancia de que haya conseguido alterar el discurso de otras fuerzas políticas y sociales. A este respecto el hecho de que ciudadanos no identificados anteriormente con posiciones extremistas decidan entregar su voto a partidos de extrema derecha depende sobre todo de dos factores. En primer lugar, de la capacidad de persuasión de los dirigentes de estos partidos a la hora de comunicar a los ciudadanos temor sobre ciertos temas. En segundo lugar, de la legitimación de los argumentos utilizados por la extrema derecha en virtud que del uso de los mismos hagan formaciones con reconocido prestigio en tanto que «partidos serios»; en repetidas ocasiones, cuando la derecha francesa ha buscado neutralizar al Frente Nacional ocupando su territorio no ha hecho sino dar respetabilidad a Le Pen. En realidad, mucho más que el avance de los partidos de extrema derecha lo preocupante es el aumento de las manifestaciones de rechazo y el hecho de que el resto de los partidos, por temor a perder electores en beneficio de la extrema derecha, legitimen los argumentos de las organizaciones extremistas sin preocuparse de buscar otra alternativa.

Por otro lado, debemos tomar en consideración que si el éxito de la extrema derecha se debiera exclusivamente al crecimiento de los sentimientos de inseguridad a causa del aumento de la inmigración, estas organizaciones habrían tendido a desaparecer cuando los partidos del sistema han incorporado a la agenda política medidas restrictivas a la inmigración. Pero lo cierto es que no ha sido así, lo que demuestra que no constituyen partidos «de una sola cuestión» y que su ascenso desde mediados de los años ochenta responde a cuestiones más complejas a las que es necesario prestar atención.[6]

En razón de lo que venimos apuntando debemos valorar la posibilidad de que las organizaciones de extrema derecha sean vehículos de una protesta más amplia que el simple rechazo a los emigrantes, un fenómeno más complejo de lo que parece a simple vista, una protesta, en definitiva, contra el funcionamiento del sistema político en general y de los partidos establecidos. Los partidos de extrema derecha se han beneficiado del aumento del descontento de los ciudadanos hacia la clase política y han introducido en su discurso cuestiones que con anterioridad recibían escasa atención y que recientemente han adquirido interés para el electorado. Obviamente, cuando los partidos del sistema fracasan en articular cuestiones de importancia creciente para los electores surgen nuevos partidos para asumirlas. Y éste ha sido el caso de los Verdes, de las formaciones que defienden los intereses de los mayores de edad, y por supuesto de la extrema derecha.[7]

Al mismo tiempo, los cambios políticos y económicos operados en Europa occidental, y más concretamente el largo y complicado proceso hacia la integración europea, han proporcionado una nueva oportunidad para disentir y relanzar el discurso de la extrema derecha, contribuyendo al ascenso de estos partidos en varias naciones de nuestro continente.[8] Dado que los partidos moderados (ya sean conservadores, centro-derecha, centro-izquierda, socialistas) son partidarios de la integración europea, si bien apuntan numerosas matizaciones y desean introducir diversas reformas sobre la marcha, este consenso ha dado la oportunidad de disentir, mediante una oposición frontal en un tema importante, a la extrema derecha (y también a la extrema izquierda) y ha legitimado sus posiciones porque amplias franjas de población no están convencidas de que se vayan a beneficiar de una mayor integración económica. En consecuencia, las apelaciones a la conservación de una identidad nacional amenazada han tenido éxito. El tratado de Maastricht engloba una serie de cuestiones que en ocasiones han sido debatidas y negociadas a espaldas de los ciudadanos, y la extrema derecha ha encontrado el terreno abonado para explotar cuestiones como los dictámenes de la Comisión Europea y expresiones que pocos ciudadanos entienden porque apenas han recibido información comprensible o no se han sentido suficientemente interesados por ellas, como el «paso al euro», «selectividad para el euro» y «objetivos de convergencia»; los dirigentes de extrema derecha, y no sólo ellos, han sido muy hábiles al invitar a sus oyentes a que se interroguen sobre cuál es el aval democrático de los dictámenes emitidos por organismos como el Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional o la Organización para la Cooperación y el Desarrollo de Europa, en todos los cuales se habla de los efectos positivos de la globalización económica en términos no muy diferentes a los utilizados por equipos técnicos que pretenden orientar las economías nacionales hacia los intereses de los mercados de capitales. Los Republicanos alemanes han identificado el tratado de Maastricht con el Tratado de Versalles (el acuerdo impuesto a Alemania por las potencias vencedoras en la Primera Guerra Mundial), y en Italia la Liga Norte, que no es una formación de extrema derecha pero sí de derecha populista y de tintes xenófobos, sostiene que las reglas de la competencia en una economía global y la apertura de fronteras producirán miseria en los ciudadanos y la pérdida de las identidades nacionales y regionales, agravando las dificultades que atraviesan las economías domésticas. En general todas estas formaciones, al igual que una serie de movimientos antisistema, han dado lugar a la aparición de un frente contra lo que denominan «burocracia e imposiciones económicas de Bruselas».[9]

Por otro lado, los cambios en la cultura dominante, impulsados por la difusión del pensamiento neoliberal, el cual emerge como una reacción contra el consenso existente en los años de la posguerra en torno a la política económica keynesiana y el rápido crecimiento de los costes del Estado del bienestar, han propiciado una revitalización de los principios del liberalismo económico (libertad de mercados, privatización del sector público, recorte de las prestaciones sociales), que han sido recogidos por una parte de las nuevas formaciones de extrema derecha. Esta actitud vino pareja con una mutación en el sistema de valores, como consecuencia del cual autoritarismo, patriotismo, el papel de la familia y los valores de la moral tradicional han ganado terreno de la mano del neoconservadurismo. Se ha producido una «contrarrevolución silenciosa», una evolución en las actitudes y creencias de los ciudadanos en el sentido de que los viejos valores materialistas han perdido actualidad,[10] y la extrema derecha ha actuado con habilidad para recoger estas ideas, reacomodándolas a su conveniencia, antes de que lo hicieran muchos partidos conservadores.[11]

En definitiva, el éxito relativo de los partidos de extrema derecha se debe tanto a la existencia de un espacio libre por ocupar en la escena política como a la aparición de nuevas preocupaciones entre los ciudadanos. La extrema derecha ha reintroducido temas, la verdad es que muy poco novedosos (identidad nacional, antiigualitarismo, moral tradicional) y ha dado paso a nuevas demandas, principalmente reforzar el orden social y controlar/rechazar la inmigración, temas a los que, en ocasiones, los partidos conservadores habían dejado de prestar atención, y a la vez se ha beneficiado del sentimiento de protesta contra los partidos del sistema. Este proceso gradual ha posibilitado la aparición de nuevos partidos y de nuevas organizaciones destinadas a encauzar las demandas de los ciudadanos;[12] y es en este contexto, aunque sin perder de vista los antecedentes de estas formaciones, en el que debe ser situado y analizado el ascenso de la extrema derecha en las décadas de los ochenta y los noventa.
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I. EL PESO DE LA DERROTA






La derrota fascista




El 8 de septiembre de 1943 Italia, el principal aliado de la Alemania nazi en Europa, firmó el armisticio con los aliados. Para entonces, tras cuatro años de guerra, los ejércitos de Hitler habían comenzado a retroceder en todos los frentes y su derrota era ya sólo cuestión de tiempo.

Dos meses antes un golpe de mano propiciado por el rey y altos cargos del ejército, en colaboración con buena parte de los jerarcas fascistas, todos ellos en busca de su propia supervivencia, había propiciado la caída de Mussolini con una facilidad que entonces pareció sorprendente. Pero hay que tener en cuenta que la serie encadenada de derrotas militares italianas y los bombardeos de los aliados habían deteriorado enormemente la imagen del fascismo en el conjunto de la población, incluso entre los miembros del partido que pocos años antes aplaudían fervorosamente al Duce. El día 25 de julio el dictador italiano fue depuesto en el transcurso de una agitada reunión del Gran Consejo Fascista, un organismo del partido concebido (aunque Mussolini apenas lo reunía) como una especie de consejo de ministros paralelo. No hubo ninguna resistencia de los fascistas más radicales y Mussolini fue encarcelado. Pero el 12 de septiembre consiguió huir gracias a la intervención de un comando enviado por Hitler al refugio de montaña en el Gran Sasso donde estaba confinado y después, desde Munich, anunció la creación de un nuevo gobierno y la reanudación de la guerra al lado de los alemanes desde el norte de Italia.

Los últimos reductos del fascismo pusieron en marcha una nueva organización política, el Partido Fascista Republicano, y una reducida estructura administrativa, la República Social Italiana, con sede en Salò, localidad junto al lago de Garda, tras las líneas de las tropas alemanas. La denominación del nuevo partido pretendía simbolizar la vuelta al primer fascismo revolucionario que había prometido, antes de llegar al gobierno, crear un Estado nacional

fuerte y favorecer una profunda transformación de las estructuras económicas. La asamblea constituyente tuvo lugar el 14 de noviembre de 1943 en Verona, ciudad en la que se aprobó la Carta de Verona a modo de manifiesto ideológico de este «fascismo republicano» (antimonarquismo, anticlericalismo, «socialismo nacional»). Toda esta representación, seguida con atenta mirada por los alemanes, iba a constituir el último estertor del fascismo italiano al que la propaganda neofascista envolvería años después en componentes míticos, atribuyéndole el deseo de retornar a los orígenes del partido y poner en práctica una política de justicia social, la «socialización integral», que hubiera posibilitado la participación de los trabajadores en los beneficios de las empresas.[13] En realidad cualquier actividad o disposición del nuevo gobierno de Mussolini tenía que contar con el beneplácito de las tropas nazis de ocupación.[14] Tan sólo la existencia de estas unidades permitió a los fascistas detener los ataques de las fuerzas de la resistencia antifascista y la prolongación de la guerra civil en el norte de Italia.[15]

Pero, aunque arropada por las tropas alemanas, la República Social Italiana no pudo hacer frente al avance de los aliados, ahora apoyados por unidades del ejército italiano y las fuerzas de la Resistencia. En abril de 1944 el mariscal Badoglio, a quien el rey Vittorio Emanuele II había encargado la formación del nuevo gobierno, dio entrada en el mismo a todas las fuerzas antifascistas, incluidos los comunistas dirigidos por Palmiro Togliatti, recién llegado a Italia desde la Unión Soviética, los cuales desempeñaban un importante papel en la Resistencia. En junio de este año Roma es liberada y el rey abdica y traspasa los poderes a su hijo Umberto. El 27 de abril de 1945 Mussolini emprendió la huida para intentar refugiarse, en compañía de su amante Chiara Petacci, en

Suiza. Detenidos por los partisanos, el Comité de Liberación de Milán decidió su ejecución el día 28. Al día siguiente sus cadáveres fueron expuestos, colgados boca abajo del techo de una gasolinera, en la plaza del Loreto de la ciudad milanesa; sus cuerpos serían golpeados y pisoteados por una multitud que expresaba de esta forma su odio contra la ocupación alemana, las deportaciones y las ejecuciones dictadas por los nazis, así como su rencor hacia Mussolini por haber metido a Italia en una guerra para la que el país no estaba preparado y que pocos italianos habían deseado.

Pocos días después, el 30 de abril, se suicidaba Hitler en compañía de su amante Eva Braun en el búnker de la Cancillería del Reich en Berlín para no caer en manos de las tropas rusas; ese mismo día se suicidaban Goebbels y su esposa, después de dar muerte a sus hijos. Un final ciertamente poco apoteósico para el nazismo. Mientras tanto las tropas soviéticas terminaban de apoderarse de la que había sido capital del Tercer Reich.





[13] Tal y como escribe Tannenbaum «incluso los defensores más militantes y determinados de la política de socialización de las grandes empresas por parte de la R.S.I. no estaban seguros de si esta política era sincera o se trataba simplemente de un intento demagógico de última hora para conseguir que el proletariado apoyara a Mussolini [...] los propios alemanes se oponían a la socialización, en parte por razones ideológicas y en parte porque distorsionaba su esfuerzo de guerra». Tannenbaum (1975), pp. 420-421.


[14] Véase Bocca (1994).


[15] Entre las versiones favorables a los fascistas destacan: Attilio Tamaro, Due anni di Storia, 1943-1945, Roma: Edizione Faro, 1948, 3 vols; Eugenio Dollman, Roma nazista, Milán: Longanesi, 1949.







El juicio de Nuremberg 





Aunque entre los objetivos de este libro no figura el análisis pormenorizado del Tercer Reich, existen algunas cuestiones relacionadas con el mismo a las que sí hemos considerado necesario prestar atención. Esto es así porque las futuras formaciones neonazis se inspirarán en la figura de Hitler y en los textos del partido nazi y, además, con el propósito de intentar ofrecer una imagen positiva del Tercer Reich, negarán la existencia del programa nazi orientado al exterminio de los judíos europeos. Y esto no sólo sucede en el caso de los neonazis alemanes, pues la negación del genocidio es un tema recurrente en publicaciones neonazis británicas y norteamericanas y también en algunas formaciones de extrema derecha. Algunos dirigentes de los partidos de extrema derecha aparecidos en los últimos años niegan la existencia de las cámaras de gas, mientras que otros, sin negar esta realidad, la banalizan y se permiten ironizar al respecto. Es en razón de estos hechos, y porque en más de una ocasión tendremos que hacer referencia a estas cuestiones, por lo que incluimos a continuación un análisis sucinto de la política nazi antisemita.

Ya antes del término de la Segunda Guerra Mundial los gobiernos de los países que luchaban contra la Alemania hitleriana habían comenzado a recopilar información sobre los múltiples crímenes cometidos por los nazis. Conforme los ejércitos aliados avanzaron sobre Alemania fueron encontrando millares de cadáveres de personas asesinadas de distinta nacionalidad y pudieron constatar algo que ya se sospechaba: cientos de miles de «prisioneros» habían sido asesinados en cámaras de gas especialmente diseñadas para esta operación y después incinerados. Además, los datos que se fueron conociendo en los meses siguientes revelaron la existencia de un deliberado programa de exterminio, el cual, aunque había afectado a diferentes grupos raciales, sociales y políticos, se había centrado de forma sistemática en los judíos europeos.

Los estudios realizados por los historiadores y el propio proceso de Nuremberg, gracias al cual se recopilaron ingentes cantidades de documentación, han sacado a la luz de forma muy detallada la política y objetivos últimos del régimen nazi, y no sólo su responsabilidad en un conflicto bélico que condujo a la muerte y a la destrucción en una escala sin precedentes, sino, asimismo, el programa y la acción de exterminio ejercida por las organizaciones nazis sobre los judíos, gitanos, enfermos mentales, comunistas, socialistas, liberales y todos aquellos a quienes, antes del inicio de la Segunda Guerra Mundial, los nazis definieron como «inferiores» o «indeseables».

Los nazis hicieron del antisemitismo un programa en el contexto de la grave crisis social y económica que vivía Alemania a finales de la década de los veinte, y movilizaron su poderosa maquinaria de propaganda con el fin de culpabilizar a los judíos de todos los males, reales o ficticios, que afectaban a los alemanes. Los dirigentes nazis no cesaron de repetir que los eslavos eran una raza inferior y que los judíos no eran seres humanos. Y en cuanto se hicieron con el control absoluto del Estado, algo que sucedería un año después de que Hitler llegara a la cancillería en enero de 1933, el virulento antisemitismo nazi abandonó el terreno de los discursos para comenzar a afectar a todas las esferas de la vida alemana. A partir de entonces la persecución quedaba institucionalizada, era lo «legal».

Las propuestas antisemitas se plasmaron en las Leyes de Nuremberg, de septiembre de 1935, que supusieron el inicio de la nazificación de la legislación, definiendo la ciudadanía en términos raciales al calificar a los judíos como no alemanes, tal como estipulan la ley de ciudadanía (sólo los ciudadanos de «sangre alemana» disponían de todos los derechos políticos) y la ley para la protección de la sangre y el honor alemán (prohibía el matrimonio y las relaciones sexuales entre judíos y ciudadanos de «sangre alemana»). De forma paulatina los judíos alemanes fueron expulsados de las tareas administrativas, de las fuerzas armadas y de otras profesiones (prohibición de ejercer la medicina, la enseñanza...), y se les expulsó de numerosos negocios; en muchos casos fueron desposeídos de sus bienes. Después, tras la «noche de cristal» del 10 de noviembre de 1938, se generalizaron las agresiones antisemitas. Estas no tardaron en derivar hacia una persecución sistemática, para acabar erigiéndose en el motor de la política nazi. Los primeros campos de concentración fueron organizados por las SA en suelo alemán: primero en sus edificios, con el fin de detener o suprimir a prisioneros que no querían que fueran controlados por la policía, y poco después en Dachau, una localidad próxima a Munich.

Desde el inicio de la guerra la conquista de territorios en el este iba acompañada por el saqueo, organización de nuevos suministros para las tropas y el asesinato de poblaciones. Los judíos y eslavos fueron perseguidos sistemáticamente, fusilados en ejecuciones masivas o enviados a campos de concentración. Los crímenes cometidos en Polonia a partir de septiembre de 1939 se repetirían a escala gigantesca a partir de 1941 en la Unión Soviética. El terror contra la población era utilizado como un medio de guerra, conculcando todos los principios de humanidad y civilización defendidos en las convenciones internacionales. Pero las ejecuciones y los malos tratos a los prisioneros no se dieron solamente en el Este de Europa; tuvieron lugar en Francia, Holanda y otros países, para atemorizar a la población civil y como represalia contra la actuación de los miembros de la Resistencia.

Es evidente que los primitivos proyectos de deportación fueron sustituidos por el exterminio físico, y que a partir de 1939 se produjo una transformación en el sistema de campos de concentración. Primero, a los prisioneros alemanes vinieron a sumarse ciudadanos de diferentes nacionalidades; después, los campos de internamiento y trabajo fueron sustituidos paulatinamente por los de exterminio. De esta forma, el plan para el genocidio de los judíos se fue desarrollando en etapas sucesivas conforme se hacía posible avanzar en la ejecución del mismo; las circunstancias de la guerra, es decir, el avance alemán hacia el Este, favorecían la voluntad de cometer el genocidio. En el verano de 1941, o tal vez unas semanas antes, Himmler convocó a Höss, comandante del campo de exterminio de Auschwitz, en Berlín y le comunicó que Hitler había dado la orden para una «solución final de la cuestión judía» y que las SS debían poner en práctica dicha orden, la cual fue repetida por Himmler en varias ocasiones a lo largo del verano de 1941 y en los meses siguientes.

A partir de entonces se aceleraron los trabajos en los campos de exterminio que se encontraban en fase de construcción, se generalizó el asesinato en masa y los comandos de las SS dedicados hasta ahora al exterminio sistemático por fusilamiento fueron empleados en tareas de deportación y transporte de los prisioneros a los campos de concentración, situados en su mayor parte en Polonia, territorio alejado tanto del frente de guerra como de la visión de la opinión pública y cercano a los núcleos de población donde residían los judíos. Los crímenes mediante la utilización de las cámaras de gas, cuya acción era complementada con la incineración de los cuerpos en hornos crematorios, se iniciaron entre agosto y septiembre de 1941 poniendo en práctica un sistema que incluía tres fases: deportación en ferrocarril, confinamiento en campos de concentración y muerte en las cámaras de gas. Mediante este sistema, al que hay que sumar los fusilamientos y la población que fue aniquilada en los guetos creados para recluir a los judíos, fueron asesinados, según datos contrastados entre diversos historiadores entre cinco y seis millones de personas (dos terceras partes de los judíos europeos). La mayor parte de los asesinatos tuvieron lugar en 1941 y 1942, principalmente en los campos de concentración y exterminio, más concretamente en Polonia entre marzo de 1942 y febrero de 1943.[16]

Los especialistas en el estudio del nazismo coinciden en que Hitler dio una orden secreta referente al exterminio de los judíos, la cual afectó en un principio al territorio soviético y posteriormente amplió su ámbito de aplicación al resto de Europa. Esta orden fue dada en torno a la primavera de 1941, en vísperas del ataque a la Unión Soviética o a comienzos del verano de este año. Los documentos de que disponemos parecen indicar, como sostiene G. Fleming, que tanto Hitler como el resto de los dirigentes nazis utilizaron un código lingüístico para referirse al programa de exterminio, evitando, tal y como se instruye en una circular de Martin Borman de 11 de julio de 1943, referencias directas a la «solución final» o a una «futura solución total», sustituidas por los términos «internamiento» y «trabajos forzados»; junto a las mismas eran también frecuentes expresiones como «es el deseo del Führer», órdenes provenientes «del más alto nivel» y por «órdenes superiores». Así, la expresión «solución final» se convierte en un recurso lingüístico utilizado por los dirigentes nazis para referirse al cumplimiento de los objetivos de su política antisemita.[17]

Pues bien, como decíamos, todos estos hechos salieron a la luz a partir de 1945, en buena parte gracias a la investigación desarrollada por las distintas comisiones encargadas de recoger la documentación necesaria para sustentar las acusaciones contra los máximos dirigentes del Tercer Reich. Las potencias vencedoras en la Segunda Guerra Mundial habían acordado juzgar conjuntamente a aquellas jerarquías nazis sobre las que había más que sospechas de que hubiesen cometido delitos que no se limitaban a una zona geográfica determinada, y esta fue la tarea asumida por el Tribunal de Nuremberg. Fue entonces la primera vez en la historia de la humanidad en que se llevó a juicio a hombres de Estado de una nación en tanto que personalmente responsables y susceptibles de castigo por el desencadenamiento de una guerra de agresión y el asesinato planificado de seres humanos.

Dadas las dimensiones de los delitos que habrían de ser juzgados, los diversos tribunales que asumieron la persecución de los nazis en diferentes países y el Tribunal Militar Internacional de Nuremberg hubieron de reconocer que se encontraban ante una serie de problemas de técnica jurídica que comenzaban por la definición de lo juzgado.[18] Uno de los delitos de los que se acusó a los dirigentes nazis, el de «crímenes de guerra», estaba ya tipificado y la acusación se basó en los siguientes cargos: violación de las leyes o usos de la guerra, mediante trabajos forzados, tortura y asesinato de prisioneros, saqueo de poblaciones, ejecuciones de rehenes,

destrucciones no motivadas por razones militares, y deportación de varios millones de personas de los territorios ocupados para trabajar en Alemania. Pero para hacer frente a los crímenes nazis los jueces del tribunal de Nuremberg tuvieron que iniciar sus trabajos regulando delitos que hasta entonces no habían sido tipificados. Los nuevos delitos establecidos fueron los siguientes:

—Conspiración: Existencia de un complot para la realización de crímenes contra la paz y la humanidad.

—Crímenes contra la paz: Preparación, planificación e inicio de una guerra de agresión.

—Crímenes contra la humanidad: Asesinato, exterminio, esclavitud, deportación y otros tratos inhumanos contra la población civil, antes o durante la guerra, persecución por motivos políticos, raciales o religiosos, y asesinato en masa de grupos raciales.

De igual forma, el Consejo de Control establecido por los Aliados en Alemania dictaminó que los cuadros intermedios nazis y los ejecutores de planes criminales serían juzgados por los tribunales establecidos en las cuatro zonas en que fue dividida Alemania al término de la guerra y por los jueces alemanes. Todos ellos, junto con los tribunales establecidos en diferentes países europeos con este mismo fin, reutilizaron la metodología adoptada por el Tribunal de Nuremberg, en la que se ponía especial énfasis en la acusación de crímenes contra la humanidad.[19] De este modo, el Tribunal de Nuremberg no sólo sentaba un precedente para futuros casos de crímenes de guerra, o por lo menos así se pensó entonces, sino que los fiscales y jueces convocados para el famoso juicio vieron como, de forma inmediata, sus trabajos previos y conclusiones eran asumidos por el resto de los tribunales destinados a juzgar a los criminales nazis y a los colaboracionistas con el nazismo.

Durante estos procesos el nazismo quedó retratado como una empresa del crimen cuyo fin inmediato era el desencadenamiento de guerras de agresión y la práctica continuada de crímenes de guerra y crímenes contra la humanidad. El Tribunal de Nuremberg estableció que los crímenes sobre los que quedaba establecida

su competencia habían sido realizados por personas concretas y no por instituciones abstractas. No obstante, y pese a que se partía de la base de responsabilidades individuales, los acusados lo fueron individualmente y como miembros de una serie de organizaciones políticas, policiales y militares. Las condenas no afectaron al cuadro institucional de la Alemania nazi en conjunto, porque el Tribunal determinó que eran organizaciones no criminales el Gobierno del Reich, las SA (Secciones de Asalto del Partido Nazi), el Alto Mando de la Wehrmacht y el Estado Mayor General del ejército alemán. El Tribunal sí consideró como organizaciones criminales las siguientes: el Cuerpo de Jefes del Partido Nazi; las SS o Escuadras de Seguridad del Partido Nazi; la SD, Policía de ocupación, una organización subalterna de las SS; y la Gestapo, Policía Secreta del Estado.

Desde la perspectiva historiográfica de nuestros días, el proceso o procesos de Nuremberg fueron incompletos por distintas razones. En primer lugar porque la Alemania de Hitler no era la única potencia que debería haber visto a sus máximos dirigentes como encausados por la planificación de crímenes de guerra y crímenes contra la paz, situación en la que también se encontraba la Unión Soviética. En segundo lugar, y lamentablemente para el tribunal de la historia, así como para los historiadores, politólogos, sociólogos y psiquiatras que se han acercado al estudio del nazismo con posterioridad, porque diversos dignatarios nazis, incapaces de asumir sus responsabilidades ante los tribunales, ante las naciones oprimidas y ante el pueblo alemán, al que habían engañado y conducido al desastre (aunque también se debe recordar que muchos votantes nazis conocían el estilo de las propuestas nazis), se negaron a que nadie juzgase sus actos criminales. Una parte de los dirigentes nazis se entregó en el momento de la rendición, pero otros se suicidaron o huyeron aprovechando la confusión reinante en una Alemania arrasada por los bombardeos e invadida por tropas de distintos ejércitos. Ya hemos citado el suicidio de Hitler y P. J. Goebbels, ministro de Propaganda y plenipotenciario para la Guerra Total. A éstos hay que sumar el de Robert Ley, jefe del Servicio de Trabajo y general de las SA, quien se suicidó poco antes del inicio del juicio, y el de Heinrich Himmler, quien tras ser detenido en un puesto de control británico cuando intentaba huir se suicidó con una ampolla de cianuro. Otro de los potenciales acusados, Reinhard Heydrich, jefe de la Policía Secreta del Estado y del Departamento de la Seguridad del Estado, había muerto en un atentado de la Resistencia checa en junio de 1942 en las cercanías de Praga. Además, algunos de quienes estaban llamados a ser reclamados por los tribunales consiguieron huir, como por ejemplo A. Eichmann, jefe de la Sección Judía de la Gestapo, oficial de las SS y personaje fundamental en las deportaciones de los judíos; detenido por los norteamericanos consiguió escapar y permanecer escondido con otra identidad hasta 1960, fecha en la que agentes israelíes lo secuestraron en Argentina para ser juzgado en Israel y ejecutado. Un caso diferente es el de Martin Bormann, Jefe de la Cancillería del Partido y secretario de Hitler a partir de 1943; el Tribunal de Nuremberg procedió contra Bormann en ausencia, pues estaba huido tras abandonar el búnker de la Cancillería del Reich en Berlín mientras Hitler preparaba su suicidio; en 1954 se le dio por muerto en los últimos combates que tuvieron lugar en la capital alemana. En cambio, otros destacados nazis sí consiguieron escapar definitivamente de la justicia, tal y como sucedió con Josef Mengele, el sádico doctor que había realizado experimentos con prisioneros del campo de concentración de Auschwitz.

Tras la muerte de Hitler, Goebbels y Himmler y la desaparición de Bormann, en el banquillo del Tribunal de Nuremberg se sentó el resto de la cúpula política y militar de la Alemania nazi, en total veintiún acusados. El veredicto del Tribunal Militar Internacional fue emitido el 30 de septiembre de 1946 y el primero de octubre se anunciaron las sentencias. Fueron condenados a morir en la horca Hermann W. Goering, sin duda el dirigente nazi más relevante de entre los que fueron juzgados (organizador de la Gestapo y del primitivo sistema de campos de concentración, presidente de Prusia, presidente del Reichstag, comandante en jefe de la Luftwaffe, y ministro del Aire), Joachim von Ribbentrop (representante del partido nazi en asuntos internacionales y ministro de Asuntos Exteriores a partir de 1938), Wilhelm Keitel (Mariscal y jefe del Alto Mando de la Wehrmacht), Alfred Jodl (Capitán general y jefe del Estado Mayor de la Wehrmacht), Alfred Rosenberg (filósofo del partido y ministro del Reich para las regiones ocupadas del Este), Ernst Kaltenbrunner (general de las SS, secretario de Estado para la Seguridad de Austria, y sucesor de Heydrich como jefe de la Gestapo y las SS), M. Bormann (condenado en rebeldía), Hans Frank (artífice de los proyectos de codificación del Derecho y Comisario del Reich para la uniformación de la Justicia en los Länder), Fritz Sauckel (general de las SS y de las SA, plenipotenciario para el Trabajo en el marco del Plan Quinquenal encargado del reclutamiento de obreros en los campos de concentración), Wilhem Frick (general de las SS, ministro de Interior del Reich, desde 1943 «Protector» de Bohemia y Moravia, y director general de la administración de los países ocupados), Arthur Seyss-Inquart (general de las SS, canciller federal de Austria, jefe de la Administración para el sur de Polonia) y Julius Streicher (general de las SA, Gauleiter de Francia, redactor jefe de Der Stürmer, revista que exigía el «exterminio de los judíos»). Las sentencias fueron ejecutadas la noche del 15 al 16 de octubre de 1946.[20] Rudolf Hess (general de las SS y de las SA, miembro del Consejo de Ministros para Defensa del Reich y lugarteniente de Hitler), Erich Raeder (comandante en jefe de la Marina de Guerra entre 1928 y 1943), y Walter Funk (ministro de Economía del Reich, presidente del Reichsbank), fueron condenados a cadena perpetua; sólo la cumplió en su integridad Hess, quien se suicidó en la prisión berlinesa de Spandau en 1987. Baldur von Schirach (jefe de las Juventudes Hitlerianas entre 1933 y 1940, gobernador general y Gauleiter de Viena) y Albert Speer (Inspector general de Construcciones en Berlín, y ministro de Armamento) a veinte años de prisión; Konstantin von Neurath (general de las SS, ministro de Asuntos Exteriores hasta 1938, Protector del Reich para Bohemia y Moravia entre 1938 y 1941) a quince años; y el almirante Karl Doenitz (comandante en jefe de la Flota de Submarinos y posteriormente de la Marina de guerra) a diez años de presidio. Hans Fritzsche (jefe de Radiodifusión y de la Sección de Prensa del Ministerio de Propaganda del Reich), Franz von Papen (miembro del Partido del Centro y vicecanciller del gabinete que llevó a Hitler a la jefatura de la cancillería y enviado extraordinario en Viena para preparar la anexión de Austria) y Hjalmar Schacht (financiero, ministro de Economía del gobierno central y de Prusia y presidente del Reichsbank entre 1933-1939) consiguieron la absolución.





[16] Dawidowicz (1990).


[17] Sobre esta cuestión véase Fleming (1986), pp. 22-23 y 128.


[18] Fernández García y Rodríguez Jiménez (1996).


[19] La tipología de crímenes establecida por el Tribunal de Nuremberg fue también asumida por el Tribunal Internacional de Tokio, el cual quedó constituido el 19 de enero de 1946 y asumió la responsabilidad de juzgar a los criminales de guerra japoneses.


[20] Goering consiguió suicidarse con cianuro de potasio horas antes de la ejecución. Los cadáveres fueron llevados al crematorio de Munich.







La depuración de los colaboracionistas





Tal y como ya ha quedado indicado, en diferentes países europeos se llevaron a cabo una serie de juicios contra aquellas personas que habían colaborado activamente con las autoridades nazis de ocupación. Las jerarquías nazis habían precisado de la colaboración de las autoridades de los países ocupados para el control y represión de sus oponentes políticos y militares y para llevar a cabo el genocidio judío, en especial para los preparativos de las deportaciones. En este sentido, la administración alemana encontró amplia colaboración para esta tarea en países como Hungría, Rumania y Polonia, donde el antisemitismo estaba extendido antes de la llegada de los nazis. También la obtuvo en sus Estados satélites, es decir, en Hungría, Rumania, Eslovaquia, Bulgaria y Croacia. Asimismo recibieron un importante grado de colaboración en algunos de los países ocupados y que no eran aliados. Aunque no sería justo dejar en el olvido la circunstancia de que, pese a la pasividad por miedo o indiferencia de muchos de los testigos del genocidio, miles de judíos recibieron ayuda y refugio en países como Holanda y Francia, lo cierto es que en los países invadidos por las fuerzas del Tercer Reich había grupos políticos, económicos e intelectuales que optaron por colaborar con las directrices nazis. Unos lo hicieron por oportunismo, pero muchos otros por convencimiento y con manifiesto entusiasmo. Éstos, los «colaboracionistas», tenían tras de sí el respaldo de partidos y agrupaciones fascistas y de extrema derecha, los cuales aprovecharon la momentánea victoria nazi para eliminar a sus adversarios políticos. Al término de la guerra fueron acusados, según los casos, de traición, inteligencia con el enemigo y crímenes contra la humanidad.

De forma resumida cabe recordar que los nazis recibieron un apoyo no desdeñable de ciertos sectores políticos en Dinamarca, Bélgica, Holanda y Noruega, donde los nazis convirtieron en primer ministro al líder del partido Unidad Nacional, Vidkun Quisling, cuyo apellido se convirtió a partir de entonces en sinónimo de colaboración con el Tercer Reich. En todos estos países se crearon unidades militares que, al igual que sucedió con la División Azul enviada por Franco, combatieron junto a los alemanes frente a las tropas soviéticas. El caso más relevante de colaboracionismo tuvo lugar en Francia. En relación con este tema queremos señalar que la reflexión sobre la necesidad de hacer mención de la política nazi antisemita realizada páginas atrás tiene también validez si la aplicamos a la conveniencia de prestar alguna atención a las orientaciones del régimen de Vichy y su colaboración con los nazis, pues nos encontramos ante un tema que ha influido profundamente en las posteriores formaciones de extrema derecha y que no ha dejado de estar presente de forma indirecta en la vida política francesa, hasta el punto de que algunos autores han hablado del «síndrome de Vichy».

La influencia del fascismo sobre el gobierno de Vichy fue notable, no tanto porque los fascistas franceses ocuparan puestos destacados en la dirección del gobierno, algo que hicieron en escasa medida (Marcel Déat como ministro de Trabajo y de la Solidaridad Nacional), sino más bien porque la derecha autoritaria francesa coincidía en numerosas cuestiones con los fascistas en términos ideológicos. Las áreas en las que alcanzaron mayor influencia las organizaciones fascistas (Croix de Feu, Parti Social Français) fueron la propaganda, las directrices antisemitas y las actividades paramilitares contra la Resistencia, aunque algunos grupos, como el Parti Populaire Française de Jacques Doriot, se vincularon directamente a los nazis y favorecieron la creación de la Legión de Voluntarios contra el Bolchevismo, una unidad de voluntarios franceses que luchó en el frente ruso con uniforme alemán.

Tras la derrota y la ocupación alemana de París el 14 de junio de 1940 el primer ministro Paul Reynaud fue obligado a dimitir bajo la presión nazi y de los generales franceses Pétain y Weygand. A continuación el presidente de la República encargó al mariscal Pétain que se hiciera cargo del gobierno, el cual quedó conformado el día 17 y anunció su propósito de gestionar el armisticio, firmado el 25, noticia que fue recibida con entusiasmo por una parte de la población y la clase política. Después la Asamblea Nacional aceptó suspender la Constitución de 1875 y otorgar plenos poderes a Pétain para gobernar por decreto y elaborar una nueva Constitución. Mientras el gobierno de Pétain se instalaba en la ciudad balneario de Vichy el general De Gaulle formaba en Londres el Comité Nacional Provisional de Franceses Libres y llamaba a sus compatriotas a la resistencia frente a los alemanes. Francia quedó dividida en dos zonas: una zona bajo ocupación alemana y con sede en París y una «zona libre» bajo la autoridad del Gobierno de Vichy.

A partir de entonces se inicia en Francia una guerra civil que se iba a prolongar durante cuatro años. La verdad es que los simpatizantes con el nazismo eran un grupo reducido, pero también lo es que un sector importante deseaba la alianza con Alemania para formalizar una alianza contra la Unión Soviética, aniquilar a la izquierda y poner fin a la democracia liberal. Por esta razón colaboraron, con mayor o menor entusiasmo según los casos, con los nazis. El término «colaboración» aparecía ya en el documento del armisticio, cuyo artículo tercero establecía que el gobierno y los funcionarios debían someterse «a las decisiones de las autoridades alemanas» y colaborar fielmente con ellas. Como no podía ser de otra forma la palabra colaboración no tardó en dejar de significar la realización de un trabajo conjunto para convertirse «en sinónimo de alta traición».[21] Primero la derecha autoritaria utilizó la derrota y la presencia de un ejército ocupante para hacer cambios políticos de signo antidemocrático. Después se establecieron acuerdos de cooperación militar con Alemania. Y por último se inició la denominada «Revolución Nacional», un producto típico de la derecha autoritaria francesa aderezado con la influencia de la política nazi. Así, en octubre de 1940 el gobierno de Vichy estableció la facultad de internar en campos de concentración a los extranjeros mayores de 18 años y menores de 45 para combatir el desempleo de los franceses, y quitó la nacionalidad francesa a extranjeros que la habían adquirido recientemente mediante la puesta en marcha de una Comisión para la Revisión de Naturalizaciones; es este un dato que merecerá la pena recordar cuando analicemos las medidas que propone en la actualidad el Frente Nacional de Le Pen en relación a la inmigración. Además, en consonancia con el discurso de los ideólogos de la derecha antidemocrática, como Charles Maurras, quien había catalogado de «extranjeros internos» a los protestantes, masones y judíos, el gobierno prohibió las logias masónicas y, antes de que los nazis establecieran presiones en este sentido, puso en práctica una serie de medidas antisemitas que reflejaban la existencia de «un antisemitismo francés indígena que tuvo plena libertad para sacar a relucir su propio veneno».[22] Mediante una ley de 3 de octubre de 1940 los judíos quedaron excluidos de la enseñanza, el ejército, la judicatura, el ejercicio del periodismo y de los organismos electos y, desde junio de 1941, de la banca, publicidad y agencias de propiedad; para otras actividades se impusieron cupos de judíos: los abogados, médicos y arquitectos no podían ser más del 2% en estas profesiones y sólo el 3% entre los estudiantes universitarios. Asimismo, una ley de 4 de octubre de 1940 autorizó a los prefectos a internar a los judíos extranjeros en campos especiales y poco después se crea un Comisariado de Asuntos Judíos. Más adelante, a finales de 1941, las autoridades nazis comenzaron a presionar y a exigir medidas radicales contra los judíos, y en mayo de 1942 comenzaron las deportaciones de judíos residentes en la Zona Ocupada por tropas alemanas.

Además, el gobierno de Vichy creó una organización paramilitar, la Milicia Francesa, dedicada a combatir la Resistencia contra los alemanes y a tareas de control y persecución de los judíos. Dada la importante presencia de los comunistas en la Resistencia, junto a socialistas y católicos progresistas, y el avance de las tropas soviéticas en Europa del Este durante 1943, el gobierno de Vichy consideraba que «la ocupación alemana podía ser mala, pero la liberación por la fuerza podía ser peor».[23] Esta policía participó, primero, en la detención de judíos extranjeros y, posteriormente, de una parte de los judíos franceses, entregándolos a las SS nazis. Las deportaciones en masa se iniciaron con la concentración de 13.000 judíos en el Velódromo de Invierno de París el 16 de julio de 1942 para ser enviados a campos de exterminio en el Este de Europa. Y ese mismo mes el gobierno de Vichy accedió a entregar otros 10.000 judíos no franceses, procedentes en esta ocasión de la zona no ocupada por las autoridades nazis. Es posible que al principio el gobierno de Vichy no supiese que los judíos iban a ser gaseados, pero debió de acabar sabiéndolo y, en cualquier caso, no hizo esfuerzos por dificultar la deportación de judíos no franceses. En total Paxton calcula entre 60.000 y 65.000 los judíos deportados, la mayoría de ellos no franceses, y en unos 2.800 los que regresaron con vida.

Como consecuencia de la guerra civil entre franceses, durante los últimos meses de la ocupación perdieron la vida en torno a 4.500 personas. Las fuerzas de la Resistencia iniciaron labores de depuración tan pronto como se hicieron con el control de la situación y llevaron a cabo abundantes ejecuciones sin juicio. A nivel oficial el Comité Francés de Depuración Nacional estableció en agosto de 1943 un comité depurador que habría de encargarse de la purga de los funcionarios colaboracionistas. En mayo de 1944 De Gaulle se hizo cargo de la presidencia del gobierno provisional de la República francesa, y el 26 de junio dictó una ordenanza para juzgar a los «colaboracionistas» por infracción de las leyes y colaboración con el enemigo. En noviembre quedó constituido un Alto Tribunal de Justicia ante el que tendrían que comparecer los ministros que habían formado parte de los sucesivos gobiernos a partir del 16 de junio de 1940, cuando el presidente Albert Lebrun solicitó al mariscal Pétain que formase gobierno; ya había sido juzgado uno de ellos, Pierre Pucheu, condenado a muerte por un tribunal militar en Argelia y fusilado en marzo de 1944. La depuración que siguió a la liberación llevó a juicio a casi 125.000 personas, de las que fueron ejecutadas 767, acusadas de traición o contactos con el enemigo en tiempo de guerra, 38.000 encarcelados, y varios miles expulsados de los servicios públicos o degradados.[24]

Entre los procesos celebrados al término de la guerra destacan los seguidos contra: el mariscal Pétain, condenado a muerte, a quien la pena le fue conmutada por el presidente del gobierno provisional; Pierre Laval, varias veces presidente del consejo de ministros, condenado a muerte y fusilado; Fernand de Brinon, último delegado del gobierno de Vichy en los territorios ocupados por Alemania, periodista y fundador del Comité Franco-Alemán, condenado a muerte; el general Devitz, alto comisario y comandante en jefe de las fuerzas militares francesas en Siria y Líbano, acusado de haber combatido a las tropas inglesas y francesas de la Francia libre, condenado a muerte. Por lo que se refiere a los intelectuales fascistas y líderes de la extrema derecha cabe señalar que Robert Brasillach[25] y George Suarez fueron fusilados; Charles Maurras, creador de la asociación de extrema derecha Acción Francesa y considerado responsable de la campaña periodística contra la Francia libre, condenado a cadena perpetua; Deat consiguió huir y refugiarse en un monasterio italiano; el escritor L. F. Destouches («L. F. Céline») huyó a Dinamarca y P. Drieu La Rochelle optó por el suicidio. Doriot había perecido en Alemania durante un bombardeo.

Aquellos crímenes sobre los que se dictaminó haber sido cometidos por iniciativa del Gobierno de Vichy prescribieron al cabo de los años. Por el contrario, las actuaciones que implicaban colaboración con los nazis fueron consideradas crímenes contra la humanidad y como tales imprescriptibles; en 1964 el parlamento francés ratificó esta decisión del Tribunal de Nuremberg. Esta disposición permitió en 1994 llevar a juicio a Jacques Touvier, acusado de la entrega de judíos a los nazis el 29 de junio de 1944.





[21] Paxton (1974), p. 24.


[22] Paxton (1974), p. 155.


[23] Paxton (1974), p. 261.


[24] Paxton (1974), pp. 162 y 290.


[25] Robert Brasillach, ensayista, novelista y propagandista, escribió dos libros sobre la guerra civil española: Les cadets de l´Alcazar (1936) e Histoire de la guerre d´Espagne (1939)






Los primeros neofascistas






La reorganización de los derrotados





El resultado de la Segunda Guerra Mundial, con el triunfo de la coalición conformada por Gran Bretaña, Francia, Estados Unidos y la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (URSS) sobre Alemania, Italia y Japón trajo consigo la extensión de la democracia liberal sobre la mayoría de los países que conforman Europa occidental, de forma paralela a la conformación del bloque comunista en el este europeo. De esta forma, 1945 parecía simbolizar el punto de partida para la construcción de un escenario bipolar en el que las ideas vinculadas a la extrema derecha habían sido eliminadas de la agenda política. Sin embargo, los caracteres ideológicos de la extrema derecha sobrevivieron en el transcurso de los años siguientes. Primero en las generaciones de la posguerra que habían sido socializadas por el fascismo y después en la cultura política como una forma de articular la protesta contra el sistema democrático en períodos de recesión económica.

El proceso de Nuremberg constituyó uno de los últimos actos coordinados de los aliados. En los años siguientes las alianzas políticas a nivel internacional iban a experimentar importantes cambios, lo que hacía que las estrategias de las grandes potencias fueran diferentes. Dado que la República Federal de Alemania se había convertido en un importante aliado de las democracias occidentales frente a la URSS, en abril de 1950 se puso en funcionamiento la Junta de Clemencia, la cual redujo penas de varios condenados y puso en libertad a otros, especialmente a los de más edad. Los tribunales alemanes, a los que se había encomendado tareas de desnazificación y el juicio de acusados de menor rango, comenzaron a actuar con escasa dureza una vez que disminuyó la presión internacional. En el caso de los industriales que habían apoyado el ascenso de Hitler y se habían beneficiado de las prácticas criminales nazis, como por ejemplo Krupp, Flick e IG Farben, recuperaron casi todas sus propiedades y continuaron con sus actividades industriales.

La política de Konrad Adenauer, artífice de la democracia cristiana alemana y canciller entre 1949 y 1963, tenía como objetivo prioritario la reconstrucción económica del país. Para ello era preciso garantizar el funcionamiento del aparato administrativo, y esta situación permitió a muchos ex miembros del partido nazi reintegrarse a los puestos que habían ocupado en la administración durante el nazismo, incluida la policía y la judicatura, después de hacer una declaración de lealtad a la nueva República Federal. De igual forma, Adenauer aglutinó en el Christlich Demokratische Union (Partido Cristiano Demócrata, CDU), con la excepción del pequeño partido liberal, a la mayor parte de la derecha alemana: democristianos progresistas, conservadores y ultraconservadores, incluida la mayor parte de los votantes de la extrema derecha de comienzos de los años treinta. Asimismo, no cabe duda de que la Guerra Fría constituyó la excusa adecuada para que numerosos ex nazis ocuparan puestos relevantes en el ejército, los servicios de inteligencia alemanes y de la OTAN y figurasen entre los cuadros intermedios de los partidos democristianos. No obstante, el artículo 21 de la Constitución preveía la posibilidad de disolución de partidos políticos «radicales» por sentencia del Tribunal Constitucional y varios artículos del nuevo código penal calificaron como delitos punibles la participación en las actividades de organizaciones prohibidas (como el neonazi Partido Socialista del Reich, ilegalizado en 1952), la difusión de material de propaganda extremista y la utilización de insignias nazis.

También en Italia se elaboraron leyes destinadas a impedir la reaparición de partidos de signo fascista y, en un principio, un decreto de 10 de febrero de 1945 separó de la vida política a todos los cargos del extinto régimen fascista. La represión tuvo tintes dramáticos durante los primeros meses, pues Italia había vivido, al igual que Francia, una situación de guerra civil y las fuerzas de la Resistencia procedieron a numerosas ejecuciones en zonas que mantuvieron bajo su control hasta la llegada de las fuerzas militares norteamericanas y británicas. Sin embargo, en Italia la desfascistización resultó más tenue que en Alemania, y desde muy pronto se permitió la actuación de organizaciones políticas abiertamente ligadas al fascismo. De hecho, aunque la nueva constitución estipulaba en su artículo XII la prohibición de conformar partidos fascistas y la ley Scelba de 1951 se suponía destinada a regular los mecanismos de prohibición, éstos nunca fueron aplicados al Movimiento Social Italiano, la principal organización de extrema derecha, pese a que no existía ninguna duda de su carácter neofascista.

La depuración tampoco fue en Francia excesivamente rigurosa. Las condenas a muerte y penas de cárcel afectaron sobre todo a quienes habían diseñado la política de Vichy, y los tribunales de Liberación actuaron con especial severidad contra los miembros de La Milicia, la fuerza parapolicial creada para combatir las actividades de la Resistencia. Pero una vez que el nuevo contexto internacional impuso la ruptura de la coalición de comunistas, socialistas y católicos progresistas, todos los cuales habían colaborado en la Liberación, y que en 1947, al igual que había sucedido en Italia, los comunistas fueran desplazados del gobierno, la situación de los «colaboracionistas» no acusados de crímenes de guerra o crímenes contra la humanidad experimentó una notable mejoría. Pronto varios partidarios de Pétain lograron escaños en el parlamento, y en 1953 se concedió una amnistía general que permitía a quien lo desease reintegrarse a la vida política; en 1958 ya figuraban como diputados ocho figuras destacadas de Vichy, y dos ex funcionarios de este régimen ocupaban puestos en el gobierno: André Boutemy, ex prefecto de Vichy, la cartera de Sanidad, y Camille Laurent, ex funcionario de la Corporación de Campesinos, la de Agricultura. Al mismo tiempo, la Academia Francesa, que en 1945 había expulsado a los colaboradores de Vichy, comenzó a dar entrada a figuras intelectuales ligadas a Pétain, como Jacques Chardonne y Henri Massis. De esta forma, aunque un importante número de dirigentes y militantes de la extrema derecha y de colaboradores con los nazis fueron represaliados, otros, quienes no habían ocupado un primer plano de la esfera política, se reagruparon en dos tendencias principales conformadas por neofascistas y nacionalistas ultraconservadores. Como era previsible, los primeros grupos organizados de la extrema derecha estaban compuestos por ex seguidores del régimen de Vichy. A partir de enero de 1947 su órgano de difusión fue Les Écrits de Paris, publicación en cuyas páginas se estimulaba la actividad de diversas organizaciones creadas con el exclusivo fin de solicitar la amnistía para los colaboracionistas con el nazismo: Comité Français pour la Défense des Droits de l’Homme, Union pour la Grande Amnestie (disueltas al publicarse el decreto de amnistía general en 1953) y Union des Intellectuels Indépendants, a la que también prestaban su apoyo ex miembros del Parlamento y académicos que se sentían marginados por las fuerzas políticas dominantes en la Cuarta República. Maurice Bardèche, el único de los fascistas franceses de la época de la posguerra con categoría intelectual, publicó Lettre á François Mauriac (1947), obra en la que sostenía—siguiendo la línea argumental de Alfred Fabre-Luce en Au nom des silencieux (1946)—que los colaboracionistas con los nazis habían preservado a la raza francesa de su extinción, a la que siguió poco después Nüremberg ou la terre promise (1947). En este libro criticaba la propaganda aliada de guerra, denunciaba una supuesta confabulación de las potencias occidentales con el comunismo, afirmaba que una parte de las pruebas sobre los campos de concentración habían sido previamente preparadas y cuestionaba la autoridad de los tribunales encargados de juzgar los crímenes de guerra nazis.

En Alemania los nazis encontraron mayores dificultades que los fascistas italianos para actuar desde la clandestinidad en razón de la ocupación militar del país por las fuerzas de los aliados. El partido nazi había quedado totalmente desarticulado y los dirigentes de cierta importancia que no habían sido detenidos al término de la guerra se ocuparon sobre todo de buscar refugio y no en tareas de reorganización en el interior del país, al tiempo que algunos miembros no destacados del partido nazi optaron por colaborar con las potencias occidentales en el frente abierto frente al nuevo enemigo soviético. En los meses posteriores a la derrota algunos ex miembros de la Gestapo y de las Juventudes Hitlerianas crearon pequeños grupos para tareas de propaganda y boicot a las medidas impuestas por las fuerzas de ocupación, pero resultaron ser escasamente operativos; si bien a partir de 1948 se percibe un mayor movimiento, las actividades paramilitares quedaron bajo intensa vigilancia de las autoridades de ocupación, preocupadas por la circunstancia de que ex miembros del partido nazi se tomaran en serio el testamento de Hitler y creyeran que este había estado a punto de conseguir la victoria.

Tras el suicidio de Hitler y de su amante los cuerpos fueron quemados y después enterrados en el patio del búnker de la Cancillería en Berlín. Durante décadas se pensó que los restos habían desaparecido, pero en marzo de 1995 la revista alemana Der Spiegel informó de que las tropas soviéticas habían encontrado los cuerpos y los habían trasladado a una de sus bases militares en la República Democrática de Alemania; asimismo informaba que en 1970 habían sido destruidos por orden del jefe del KGB, Yuri Andropov, al parecer para evitar que si alguna vez se descubría el emplazamiento, éste fuera utilizado como centro de peregrinación por los neonazis. En su testamento privado, con fecha de 29 de abril de 1945, Hitler había dejado escrito: «Mi esposa y yo elegimos la muerte para evitar el deshonor de la derrota o la capitulación». Estas aseveraciones tenían su continuidad en el testamento de carácter político: «Podrán transcurrir siglos, pero de las ruinas de nuestras ciudades y monumentos artísticos surgirá de nuevo el odio hacia el pueblo que es el único responsable: ¡el judaísmo internacional y sus secuaces!».[26]

Ciertamente la experiencia nacionalsocialista marcó a la sociedad alemana de una forma profunda y existían ciertas condiciones que podrían beneficiar la reorganización de los neonazis. Hay que tener en cuenta que el país había sido no sólo derrotado militarmente, con muchas ciudades destruidas por los bombardeos en contestación a la agresión alemana, sino también dividido por los vencedores en dos estados diferentes (la República Federal de Alemania, en el oeste, y la República Democrática de Alemania, bajo dominio soviético en el este), una parte de su industria había sido destruida y otra desmantelada para pagar reparaciones de guerra (lo que en 1948 provocó una huelga general en la zona británica), que el desempleo afectaba a porcentajes importantes de la población (8,2% de la población activa en 1950, para bajar paulatinamente al 0,5% en 1960), que Alemania fue obligada a ceder un 24% de su territorio a Polonia y la Unión Soviética, un espacio donde en 1937 vivía el 13,9% de la población alemana (lo que creó diez millones de refugiados que habían perdido sus propiedades) y que hasta 1957 la región industrial del Sarre quedó bajo control de Francia.[27] Muchas de las personas expulsadas de territorios que ahora pertenecían a Polonia y la URSS y recién llegadas a Alemania occidental albergaban un resentimiento nacionalista y propósitos revanchistas que no tardarían en ser estimulados por asociaciones pangermanistas muy próximas a la extrema derecha, como es el caso de la Liga de los Expulsados de su Tierra Natal y Privados de sus Derechos. Fundada en 1950, esta Liga obtuvo el 23,4% de los votos en las elecciones celebradas ese mismo año en el Land (nombre que designa a los Estados federales) de Schleswig-Holstein, y en las elecciones generales de 1953 alcanzó el 5,9%, lo que suponía 1.600.000 votos; no obstante, poco después perdía fuerza a causa de las divisiones internas. Además, la extrema derecha sabía que un porcentaje importante de población, principalmente quienes habían votado por Hitler, había contemplado con desagrado los juicios de desnazificación y los procesos de la justicia ordinaria seguidos contra antiguos nazis capturados en los años posteriores a la guerra, y deseaba que fueran declarados definitivamente prescritos los crímenes de guerra nazis, lo cual permitía a los neonazis abrigar esperanzas sobre la posibilidad de obtener beneficios electorales de este cúmulo de situaciones.

Desde la creación de la República Federal de Alemania (RFA) han aparecido varios grupos de extrema derecha deseosos de rehabilitar el nazismo y hostiles a las transformaciones socioculturales del mundo occidental. Las primeras formaciones de extrema derecha con cierta continuidad surgieron entre 1946 y 1952 a partir de la labor realizada por el Partido de los Derechos Alemanes, el cual estableció una pequeña red organizativa en 1946 en los Estados de Alto Rin-Westfalia y Hesse. A este partido le siguieron a finales de los años cuarenta la Asociación para la Independencia de Alemania, la Comunidad Alemana y el Partido Socialista del Reich. Este último constituye la primera organización neonazi de cierta entidad en la RFA. Fue fundado en octubre de 1949 por ex militantes nazis que pretendían ofrecer una imagen positiva del Tercer Reich bajo la dirección de Ernst Otto Remer, personaje implicado en la represión que siguió al atentado contra Hitler el 20 de julio de 1944. Con un discurso puramente neonazi (antiparlamentarismo, ultranacionalismo, racismo) obtuvo el 11% de los votos en las elecciones celebradas en Baja Sajonia en mayo de 1951 y el 7,7% en Bremen en octubre de ese año. Las potencias de ocupación de Alemania no tardaron en expresar una preocupación que se hacía eco de numerosas protestas internacionales ante la facilidad que los nazis volvían a encontrar para utilizar el sistema democrático con el objetivo de destruirlo. En noviembre de 1951 el gobierno de la RFA solicitó al Tribunal Constitucional la prohibición del partido, y en octubre de 1952 fue declarado inconstitucional, aunque para entonces el Partido Socialista del Reich había decidido disolverse, pasando una parte de sus miembros al Partido del Reich Alemán.
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